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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 225/2026-3**********
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ELEMENTO DE LA POLICÍA VIAL DE LA  SECRETARIA DE  SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADO ROLANDO MARTIN ORELLANA ORTIZ
**********San Luis Potosí, S.L.P., treinta y uno de agosto de dos mil veintiséis 
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 225/2026-3 promovido por **********contra actos del Elemento de la Policía Vial de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P., de nombre MANUEL RIVERA SANCHEZ; y Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y
 R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha cinco de marzo de dos mil veintiséis, compareció **********señalando como autoridades demandas al Elemento de la Policía Vial de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P., y Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí por la nulidad del siguiente acto: 
“La boleta de infracción con número de folio 4268 de fecha 21 de enero de dos mil veintiséis así como los cobros derivados de su aplicación,(…).”
II.- Por auto de fecha once de marzo de dos mil veintiséis, se hizo el requerimiento a la parte actora para que subsanara sobre diversos hechos.
III.- Por auto de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiséis, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a sus intereses conviniera, así como al tercero interesado, para que contestaran dentro del término legal lo que a sus intereses conviniera.
IV.- Por proveído de fecha ocho de julio de dos mil veintiséis,  se  tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; se admitieron las pruebas de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

V- Con fecha catorce de agosto de dos mil veintiséis, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, haciéndose constar la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogaron las pruebas documentales ofrecidas de acuerdo a su propia naturaleza y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar, en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por las  partes, concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

              PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9° fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el presente caso le resulta competencia para conocer del presente juicio, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.
La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la boleta de infracción impugnada que obra en fojas 4 de este sumario.

De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridades demandadas, se encuentran acreditadas, con la copia certificada relativa a sus nombramientos, visibles en a fojas 27 y 48 del sumario, que acredita el carácter con que comparece, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario.
TERCERO.- La Litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la boleta de infracción impugnada, documento que fue exhibido conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”
En ese tenor, que advierte que la demandada Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, al producir su respectiva contestación, invocó las causales de improcedencia y sobreseimiento prevista en el artículo  229 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se hace consistir en la falta de legitimación del suscrito para responder de la multa derivada de la boleta de infracción impugnada, levantadas por el C. MANUEL RIVERA SÁNCHEZ, oficial de tránsito, en razón por la cual no puede decirse que fueron elaboradas por el compareciente, sino por el oficial de tránsito antes citado, de tal suerte, que el acto combatido a que me refiero no puede ser atribuido a la autoridad que represento, por lo que al no existir el acto reclamado por parte del actor en su juicio de nulidad, se actualiza la causal de sobreseimiento prevista por el artículo 229, fracción

Como ha quedado señalado, no existe el acto impugnado imputable a la Tesorería del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en virtud de que ésta, en su atribución de autoridad recaudadora, solo percibió los ingresos municipales derivado de la aplicación de la multa a que se hizo acreedor el conductor del vehículo, lo cual se encuentra perfectamente regulado de conformidad con los artículos 81, fracción III de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, 8 de la Ley de Hacienda para los Municipios de San Luis Potosí y 50, fracción I de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí para el Ejercicio Fiscal 2026, que establecen como facultades y obligaciones de esta autoridad recaudadora percibir los ingresos municipales, entre ellos los que constituyen el ramo de multas a favor del fisco municipal, específicamente las que impongan las autoridades correspondientes y en el uso de sus facultades, por violación a las Leyes y Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí.

Esto es; el Oficial adscrito a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio, actuó, bajo las atribuciones legales conferidas, a consecuencia de las infracciones detectadas al Reglamento de Tránsito, por lo cual impuso la multa correspondiente; de acuerdo con el artículo 174, del Reglamento antes citado deberá ser cubierta ante una oficina recaudadora de la Tesorería Municipal, quien actúa bajo la atribución legal de entidad receptora.

Por otra parte  opuso la excepción de Falta de legitimación Pasiva, que basa en que dicha autoridad no ordeno, ni ejecuto los actos que recurre y combate; excepción y causal que resulta improcedente, en virtud de que se advierte que dicha autoridad si tuvo intervención con los actos que se reclaman en este juicio, ya que emitió el Recibo de Entero antes citado, **********relativo a la boleta de infracción impugnada en este juicio, de ahí la improcedencia de su causal y excepción.

Al respecto, en torno a los argumentos planteados por la autoridad demandada; debe decirse que al no constituir propiamente causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la Litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.

En ese tenor, que advierte que la demandada, el Elemento de la Policía Vial de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P., invocó las causales de improcedencia y sobreseimiento prevista en el artículo 228 fracción XI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como la excepción de Sine Actione Agis; manifestando que se hace consistir por los motivos manifiestos de improcedencia y de sobreseimiento, argumentados en el capítulo que precede, y que refiere primordialmente a que la infracción que elaboro el suscrito cuenta con la fundamentación y motivación de las boletas de infracción que el actor pretende impugnar, y que como se ha señalado, es completamente falso, ya que si bien se reconoce por parte de esta autoridad haber elaborado la recurrida infracción, también lo es que tal acto estuvo totalmente apegado a derecho, sin violentar en ningún momento las garantías de legalidad y seguridad jurídicas de mi contraparte, ya que en ella se señala claramente tanto la infracción cometida como el articulado y ordenamiento correspondiente en que se basó mi accionar 
 Al respecto, en torno a los argumentos planteados por la autoridad demandada; debe decirse que al no constituir propiamente causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la Litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.
Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en su escrito de demanda foja 3 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que atentos al principio de exhaustividad de las sentencias, que impone la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos, que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento; en primer lugar, analizará los motivos de disenso que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y solo en el evento de estimarlos infundados, se pronunciará sobre conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, ya que de resultar fundados los primeros, se producirá un mayor beneficio jurídico para la parte actora, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que le es inherente.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”

Precisado lo anterior, se procede al estudio y resolución de fondo de los conceptos de impugnación que plantea el actor,  que se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Conceptos de impugnación que en la parte que interesa refiere:

“…PRIMERO.- (…).”

“(…) ue el acto de autoridad que motivo la presente demanda fue emitido faltando a los requisitos constitucionales y legales de fundamentación y motivación, lo cual, por si sola, es causa suficiente para decretar su nulidad total. 

“(…) El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación a los artículos, 95 fracción segunda, 164, 165 y 250 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado.

“…SEGUNDO.- (…).”.-QUE UN ACTO DE AUTORIDAD INCUMPLA CON LAS FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO, ES CAUSA PARA DECRETAR SU NULIDAD TOTAL.- 
“(…) La Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos establece como derecho fundamental de todo gobernado frente a los actos de las autoridades, que al emitirse estos, deberá cumplirse de manera irrestricta con las formalidades que para tal efecto disponen los cuerpos normativos que con anterioridad a dicha actividad sean emitidas, de dicha premisa se deriva la garantía de legalidad, que consiste en que todo acto deberá ajustarse a las formalidades legales. En tal sentido el numeral 14 del indicado cuerpo de normas regula en su párrafo segundo lo siguiente:

"(…) Artículo 14 Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho..."

Determinando por parte de este Tribunal, que por lo que hace a los conceptos de impugnación antes referidos, resultan inoperantes por insuficientes.

Lo anterior es así,  toda vez los argumentos que esgrime el actor son insuficientes para determinar la ilegalidad del acto, ya que no formula ningún razonamiento lógico jurídico encaminado a combatir las consideraciones y fundamentos del acto que impugna, consistente en la boleta de infracción impugnada de fecha 21 de enero de dos mil veintiséis, lo que hace inoperante los conceptos  de impugnación del acto que impugna,  pues  con el señalamiento que hace respecto de que; la boleta de infracción impugnada está indebidamente fundada y motivada por la autoridad demandada, basándose en una normatividad que no tiene aplicación al caso concreto siendo el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,, y señalando la falta de fundamentación y motivación, dado que los argumentos que refiere, no son la relación razonada que ha de establecerse entre los actos emitidos por la autoridad responsable y los derechos fundamentales que se estimen violados, a efecto de mostrar jurídicamente la contravención de estos por dichos actos.

Así mismo se advierte que el actor no combate  la parte medular de la boleta de infracción impugnada que dice fue ilegal por la demandada,  características que deben de reunir los conceptos de impugnación para que puedan ser materia de estudio, en tanto que los que aquí argumentan, son meras expresiones de carácter unilateral de que se encuentran indebidamente fundada y motivadas, que no combaten el acto impugnado, aunado a lo anterior que refiere a violaciones a una normatividad que no es aplicable al caso que nos ocupa.

A mayor abundamiento cabe señalar, que en el caso que nos ocupa el Actor se limitó a realizar meras afirmaciones de que la boleta de infracción impugnada estaba indebidamente fundada y motivada señalando la falta de fundamentación y motivación, en la misma,  sin sustento alguno, dado que el promovente es omiso por completo de esgrimir conceptos de impugnación que sean tendientes a demostrar que dicha resolución fue emitida contraviniendo las normas aplicables al caso, o bien que se dejó de aplicar en su perjuicio algún dispositivo legal o bien que se aplica indebidamente, así mismo tampoco señala argumento alguno tendiente a combatir los razonamientos legales y los fundamentos de hecho, que la Autoridad invocó como sustento para emitir la boleta de infracción impugnada, por lo que dichos argumentos son inoperantes, ya que el actor debe fundar los motivos de impugnación, precisando en porqué considera que la boleta de infracción impugnada no está fundada ni motivada.

Tiene aplicación la tesis aislada  de la Quinta Época,  Registro: 347600,  Instancia: Tercera Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  XC, Materia(s): Común, Tesis: Página: 2589 que refiere: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION DEFICIENTES. No basta, para proceder al estudio de los conceptos de violación, la declaratoria general de que no se estudiaron los agravios hechos valer en segunda instancia, o bien, que no se fundó ni motivó el acto reclamado, sino que en uno y en otro casos, el quejoso debe fundar los motivos de impugnación, precisando en qué hace consistir la falta de análisis de los agravios, así como porqué considera que la sentencia no está fundada ni motivada. Amparo civil directo 306/45. Vernier Blanc Luis José Miguel. 6 de diciembre de 1946. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Y el criterio de la Época: Octava Época,  Registro: 228171, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo III, Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1989, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 201, que dice:  

“CONCEPTO DE VIOLACION INOPERANTE POR INSUFICIENTE, CUANDO NO SE EXPRESAN ARGUMENTOS LOGICO-JURIDICOS. La sala responsable no viola garantías en perjuicio de la peticionaria, cuando ésta no expresa en el concepto de violación argumentos lógico-jurídicos en contra de las consideraciones de aquélla, sin combatir el razonamiento respecto de la infundamentación de las causales de anulación alegadas por la actora, pues la quejosa solamente señala que la existencia de tales violaciones al procedimiento, tácitamente reconocidas por la responsable, le causan agravios, resultando con ello el concepto de violación inoperante por insuficiente. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 65/89. Conjunto Manufacturero, S.A. de C.V. 20 de abril de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. Secretario: José Luis Flores González.

Tienen aplicación al respecto, las siguientes tesis que se transcriben:

Criterio de la Octava Época, Registro: 230776, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  II, Segunda Parte-2, Julio a Diciembre de 1988, Materia(s): Común, que señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION INATENDIBLES, SI NO RAZONAN CONTRA EL ACTO IMPUGNADO. En los casos en que no deba suplir la deficiencia de la queja, si no se formula ningún razonamiento lógico jurídico encaminado a combatir las consideraciones y fundamentos de la sentencia impugnada, y el quejoso sólo se concreta a decir que se violaron las leyes del procedimiento, que la responsable no valoró correctamente las pruebas, o que la sentencia carece de fundamentación y motivación, pero sin emitir ningún razonamiento, tales conceptos de violación son inatendibles, teniendo en consideración que los mismos deben ser la relación razonada que ha de establecerse entre los actos emitidos por la autoridad responsable, y los derechos fundamentales que se estimen violados, demostrando jurídicamente la contravención de éstos por dichos actos. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.-“

De la Novena Época,  Registro: 178786,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,  Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Abril de 2005, Materia(s): Común, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. RESULTAN INOPERANTES POR INSUFICIENTES SI NO ATACAN TODOS LOS ARGUMENTOS QUE SUSTENTAN EL SENTIDO DE LA SENTENCIA COMBATIDA. Resultan inoperantes los conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo directo que no controvierten todas las consideraciones y fundamentos torales del  fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución combatida en el juicio constitucional. De ahí que los conceptos de violación resulten inoperantes por insuficientes, pues aun de resultar fundados no podrían conducir a conceder la protección constitucional solicitada. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.-“

Criterio de la Novena Época, Registro: 173629,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXV, Enero de 2007, Materia(s): Común, que dice: 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN DE ESTRICTO DERECHO, LO SON AQUELLOS EN LOS QUE SE ADUCE LA TRANSGRESIÓN DE UN PRECEPTO DE LA LEY DE AMPARO, SI NO SE ESPECIFICA EN QUÉ CONSISTIÓ. Son inoperantes los agravios formulados en el recurso de revisión, en los que se sostiene en forma general y abstracta que el Juez de garantías transgredió un precepto de la Ley de Amparo, sin precisar en qué consiste tal actuación y se está en presencia de alguno de los supuestos en que no es dable suplir la queja deficiente, conforme al artículo 76 Bis, del ordenamiento en cita. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL CUARTO CIRCUITO.-“ 

De la Novena Época, Registro: 176045, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIII, Febrero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: I.11o.C. J/5, Página: 1600, que señala: 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. LO SON LAS SIMPLES EXPRESIONES GENÉRICAS Y ABSTRACTAS CUANDO NO PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. Si no se está en el caso de suplir la deficiencia de los agravios en términos del artículo 76 Bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, no basta que el recurrente exprese sus agravios en forma genérica y abstracta, es decir, que se concrete a hacer simples aseveraciones para que el Tribunal Colegiado emprenda el examen de la legalidad de la resolución recurrida del Juez de Distrito a la luz de tales manifestaciones, sino que se requiere que el inconforme en tales argumentos exponga de manera razonada los motivos concretos en los cuales sustenta sus propias alegaciones, esto es, en los que explique el porqué de sus aseveraciones, pues de lo contrario los agravios resultarán inoperantes.-DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

Criterio de la Novena Época, con número de Registro: 191370, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, Agosto de 2000, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/21, Página:  1051 que señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON SI NO CONTIENEN DE MANERA INDISPENSABLE, LOS ARGUMENTOS NECESARIOS QUE JUSTIFIQUEN LAS TRANSGRESIONES DEL ACTO RECLAMADO. Si en los conceptos de violación no se expresan los razonamientos lógicos y jurídicos que expliquen la afectación que le cause a la quejosa el pronunciamiento de la sentencia reclamada, los mismos 
resultan inoperantes, toda vez que todo motivo de inconformidad, no por rigorismo o formalismo, sino por exigencia indispensable, debe contener los argumentos necesarios, tendientes a justificar las transgresiones que se aleguen, de tal manera que si carecen de aquéllos, no resultan idóneos para ser analizados por el tribunal federal correspondiente, en el juicio de amparo. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

En tales condiciones, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón al actor para que proceda la nulidad del acto impugnado, siendo que es legal y válido, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por parte del actor las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de esta resolución.  

Con base en lo antes expuesto, esta Tercera Sala Unitaria estima que, respecto a la boleta de infracción impugnada, toda vez que no se desvirtuó la presunción de legalidad de la cual goza conforme lo establecido en el artículo 93 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal en cita, lo procedente es decretar la LEGALIDAD y VALIDEZ de la boleta de infracción impugnada, de acuerdo a los razonamientos precisados en el presente considerando.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto la presente sentencia. 
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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